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EXP. N.° 04712-2022-PHC/TC  

LIMA 

MARLENY MATAMOROS ROJAS Y 

OTROS REPRESENTADOS POR 

EDUARDO ÁNGEL BENAVIDES 

PARRA (ABOGADO) 

 

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 

En Lima, a los 23 días del mes de octubre de 2023, la Sala Primera del 

Tribunal Constitucional, conformada por los magistrados Monteagudo Valdez, 

Pacheco Zerga y Ochoa Cardich, pronuncia la siguiente sentencia. 

 

ASUNTO 

 

 Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Eduardo Ángel 

Benavides Parra abogado de doña Marleny Matamoros Rojas y otros contra la 

Resolución 6, de foja 511, de fecha 19 de setiembre de 2022, expedida por la 

Tercera Sala Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima, que 

declaró improcedente la demanda de habeas corpus de autos. 

 

ANTECEDENTES  

 

Con fecha 3 de enero de 2022, don Eduardo Ángel Benavides Parra 

abogado de doña Marleny Matamoros Rojas, don Elvis Jhonatan Matamoros 

Rojas, Simiona Rojas Torneros y don Luis Franchescoli Matamoros Rojas, 

interpuso demanda de habeas corpus (f. 1) y la dirigió contra el ex presidente 

de la república, don Pedro Castillo Terrones, el Ministerio de Salud y la 

Dirección General de Medicamentos, Insumos y Drogas. Alega la vulneración 

del derecho a la libertad de tránsito, al debido proceso, de defensa, a la tutela 

procesal efectiva, a la debida motivación de las resoluciones administrativas y 

del principio de legalidad y a la interdicción de la arbitrariedad. 

  

Solicita que se declare la inaplicación del Decreto Supremo 179-2021-

PCM, publicado con fecha 9 de diciembre de 2021; y, en consecuencia, se le 

permita a los favorecidos el libre tránsito y el desplazamiento por el territorio 

de la República del Perú a través de las veinticinco regiones, distritos, 

provincias y centros poblados a nivel nacional e internacional, así como el 

ejercicio de su libertad individual para elegir las formas de contrarrestar al 

COVID-19.  

 

El recurrente sostiene que en nuestro país se está aplicando una política 

de salud pública contraria a la Constitución, pues se está coactando la libertad 

individual en todos sus sentidos, a diferencia de otros países que otorgan una 

mayor libertad de elegir usar mascarillas, vacunarse con una vacuna del que se 

duda sobre su efectividad así como de los efectos colaterales que podría 

acarrear, con lo cual los distintos gobiernos en el marco del COVID-19 
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demuestran incapacidad e ineficiencia en el manejo de la política sanitaria.   

 

El Cuarto Juzgado Especializado en lo Constitucional de Lima, mediante 

Resolución 1, de fecha 23 de enero de 2022 (f.  109), admitió a trámite la 

demanda.  

 

  El procurador público de la Presidencia del Consejo de Ministros al 

contestar la demanda solicitó que sea desestimada (f. 115). Refiere que el 

estado de emergencia es un estado de excepción que permite la restricción de 

ciertos derechos y, de acuerdo con la Constitución peruana, durante los estados 

de emergencia se puede restringir o suspender los derechos relativos a la 

libertad y la seguridad personales, la inviolabilidad del domicilio y la libertad 

de reunión y de tránsito. El gobierno decretó el estado de emergencia nacional 

por las graves circunstancias que afectan la vida de las personas a consecuencia 

del COVID-19 y establece medidas que debe seguir la ciudadanía en la 

convivencia social; sin embargo, no restringe la libertad de los ciudadanos de 

poder transitar libremente por el país.  

 

El Cuarto Juzgado Especializado en lo Constitucional de Lima, mediante 

sentencia, de fecha 26 de julio de 2022 (f. 232), declaró infundada la demanda 

por considerar que la Constitución como los instrumentos internacionales de 

derechos humanos habilitan la posibilidad de someter a la libertad de tránsito a 

una serie de límites y/o restricciones en su ejercicio. En ese sentido, por 

razones sanitarias, la restricción del derecho de tránsito se vuelve casi un 

imperativo que el ordenamiento, como es evidente, está obligado a reconocer y, 

por supuesto, a convalidar. Por ello, la restricción del derecho de tránsito es 

razonable y proporcional, ya que las normas que regulan el estado de 

emergencia por la crisis sanitaria garantizan que el ejercicio de la libertad de 

tránsito de algunos no ponga en riesgo derechos de terceros que constituyen la 

mayoría de la población peruana que busca protegerse del COVID-19. 

 

La Tercera Sala Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima 

revocó la apelada y la declaró improcedente por estimar que el Decreto 

Supremo 179-2021-PCM fue derogado por el Decreto Supremo 108-2022-

PCM, de fecha 28 de agosto de 2022, que prorroga el estado de emergencia 

nacional por treinta y tres días calendario, a partir del 29 de agosto de 2022, 

por las graves circunstancias que afectan la vida y la salud de las personas a 

causa del COVID-19, se eliminó la obligación de presentar el esquema 

completo de vacunación contra el COVID-19 a los trabajadores del sector 

salud y la obligación de presentar el esquema completo de vacunación contra el 
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COVID-19, a toda persona que realice actividad laboral presencial. 

 

FUNDAMENTOS  

  

Delimitación del petitorio  

 

1. La presente demanda tiene por objeto que se declare la inaplicación del 

Decreto Supremo 179-2021-PCM, publicado con fecha 9 de diciembre de 

2021, y que, en consecuencia, se le permita a doña Marleny Matamoros 

Rojas y demás favorecidos, el libre tránsito y el desplazamiento por el 

territorio de la República del Perú a través de las veinticinco regiones, 

distritos, provincias y centros poblados a nivel nacional e internacional, 

así como el ejercicio de su libertad individual para elegir las formas de 

contrarrestar al COVID-19. 

 

Se alega la vulneración del derecho a la libertad de tránsito, al debido 

proceso, de defensa, a la tutela procesal efectiva, a la debida motivación 

de las resoluciones administrativas y del principio de legalidad y a la 

interdicción de la arbitrariedad. 

    

Análisis de la controversia 

 

2. La Constitución establece en el artículo 200, inciso 1 que a través del 

habeas corpus se protege tanto la libertad personal como los derechos 

conexos a ella. No obstante, debe tenerse presente que no cualquier 

reclamo que alegue a priori la afectación del derecho a la libertad 

personal o derechos conexos puede reputarse efectivamente como tal y 

merecer tutela, pues para ello es necesario analizar previamente si los 

actos denunciados afectan el contenido constitucionalmente protegido de 

los derechos invocados. 

  

3. En  efecto, el objeto de los procesos constitucionales de la libertad, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 1 del Nuevo Código 

Procesal Constitucional, la protección de los derechos constitucionales, 

ya sean de naturaleza individual o colectiva, reponiendo las cosas al 

estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho 

constitucional o disponiendo el cumplimiento de un mandato legal o de 

un acto administrativo carecerá de objeto emitir pronunciamiento de 

fondo cuando cese la amenaza o violación o se torna irreparable.  
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4. En el presente caso, se advierte que se solicita la inaplicación del Decreto 

Supremo 179-2021-PCM, publicado el 9 de diciembre de 2021; no 

obstante, el cuestionado decreto supremo fue modificado por el Decreto 

Supremo 188-2021-PCM, publicado el 30 de diciembre de 2021, así 

como por posteriores decretos supremos. Adicionalmente, el cuestionado 

decreto fue derogado por el Decreto Supremo 016-2022-PCM. 

 

5. Finalmente, se advierte que el Decreto Supremo 0130-2022-PCM, de 

fecha 27 de octubre de 2022, derogó el Decreto Supremo 016-2022-

PCM, que declaró el estado de emergencia nacional por las 

circunstancias que afectan la vida y la salud de las personas como 

consecuencia del COVID-19 y establece nuevas medidas para el 

restablecimiento de la convivencia social, sus prórrogas y 

modificaciones. Así, estableció en su única disposición complementaria 

final que el gobierno nacional, los gobiernos regionales y los gobiernos 

locales, dentro del ámbito de su competencia y en permanente 

articulación promoverán el uso facultativo de mascarillas, la vacunación 

contra el COVID-19 y otras medidas de promoción y vigilancia de 

prácticas saludables y actividades, en relación con la emergencia 

sanitaria. En ese sentido, las medidas restrictivas que cuestiona ya no se 

encuentran vigentes a la fecha. 

 

6. En consecuencia, al no estar vigente la norma cuya inaplicación se 

solicita en el caso de autos, así como las medidas de gobierno que 

cuestiona, no existe necesidad de emitir un pronunciamiento de fondo, al 

haberse producido la sustracción de la materia controvertida, conforme a 

lo dispuesto por el artículo 1 del Nuevo Código Procesal Constitucional. 

 

7. De otro lado, respecto al cuestionamiento dirigido contra la aplicación de 

las vacunas por su alegada ineficacia frente al COVID-19 y los efectos 

perjudiciales que surtirían, este Tribunal considera que este extremo debe 

ser dilucidado en un proceso que cuente con estación probatoria, lo que 

no ocurre en el proceso de habeas corpus conforme se desprende del 

artículo 13 del Nuevo Código Procesal Constitucional. 

 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que 

le confiere la Constitución Política del Perú, 
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HA RESUELTO 

 

Declarar IMPROCEDENTE la demanda. 

 

Publíquese y notifíquese. 

 

SS. 

 

MONTEAGUDO VALDEZ 

PACHECO ZERGA 

OCHOA CARDICH 

 

 

      

      

 

PONENTE OCHOA CARDICH 
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